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TÍTULO: La participación de la sociedad civil en las políticas públicas de lucha contra la contaminación por vertidos marinos. Un análisis comparado

RESUMEN
Esta ponencia presenta una descripción y un análisis de las políticas públicas de lucha contra vertidos marinos en diez países (Alemania, Australia, Dinamarca, Estados Unidos, España, Francia, Noruega, Portugal, Reino Unido y Rumania), las funciones de los actores no públicos en esas políticas, reconocidas o no formalmente, los mecanismos previstos para su participación, y la relación entre estos actores y los actores públicos. La investigación se enmarca en el enfoque de políticas públicas y en el análisis de redes de políticas públicas.
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INTRODUCCIÓN

Esta ponencia presenta una descripción y un análisis de las políticas públicas de lucha contra vertidos marinos en diez países
, la participación de los actores no públicos en esas políticas y la relación entre estos actores y los actores públicos. Recoge las principales conclusiones extraídas del trabajo de campo realizado en los países que han sido objeto de estudio: Alemania, Australia, Dinamarca, Estados Unidos, España, Francia, Noruega, Portugal, Reino Unido y Rumania.
El documento se estructura en cinco apartados. El primer apartado resume brevemente la metodología utilizada en la investigación. El segundo presenta el marco teórico utilizado, referido al enfoque de políticas públicas y al análisis de redes de políticas públicas. El tercero se centra en el análisis de los modelos de prevención, gestión y evaluación de la lucha contra vertidos marinos en los diez países incluidos en la investigación. El cuarto apartado describe la participación de los actores no públicos en el sistema, profundizando en sus funciones, reconocidas o no formalmente, así como en los mecanismos previstos para su participación. Finalmente, la ponencia acaba con las conclusiones de este estudio comparado. 

METODOLOGÍA

Como ya se mencionó, los diez países que han sido objeto de estudio en esta investigación son Alemania, Australia, Dinamarca, Estados Unidos (EE.UU.), España, Francia, Noruega, Portugal, Reino Unido y Rumania. Ocho países europeos (siete de ellos pertenecientes a la Unión Europea), más dos países con amplias costas (Australia y EE.UU.). Se eligieron estos países como objeto de estudio, en primer lugar, por su amplio historial de casos de vertidos accidentales en el mar. En segundo lugar, por ser viable la obtención de información. Y, por último, por la posibilidad de extraer de su análisis enseñanzas aplicables al caso español.
El trabajo de campo se realizó a través de un cuestionario electrónico en castellano, inglés, francés y alemán, que fue contestado por 19 altos responsables de los sistemas nacionales de lucha contra catástrofes ambientales de los países analizados. Los expertos que participaron en el estudio fueron seleccionados por pertenecer a un organismo que se encuentra integrado en el sistema nacional de lucha contra catástrofes ambientales de cada uno de los países, así como por su trayectoria profesional, conocimientos y experiencia en la materia. El proceso de selección de los expertos se inició con la búsqueda de la institución que en cada uno de los países tiene una alta implicación y responsabilidad en caso de una catástrofe medioambiental. Identificadas estas instituciones, se procedió a localizar a sus altos cargos o responsables. Posteriormente se les envió una carta de presentación en la que se les informaba del estudio que se estaba realizando y se los invitaba a responder el cuestionario. Después del envío de esa carta de presentación, se realizó una toma de contacto telefónico y se les envió el cuestionario electrónico previamente elaborado. Las personas entrevistadas se detallan en el Anexo I.

POLÍTICAS PÚBLICAS Y REDES DE POLÍTICAS PÚBLICAS

Al referirnos a políticas públicas nos encontramos con diferentes definiciones académicas del término que pueden resultar complementarias. A continuación mencionamos algunas: Una política pública es “el resultado de la actividad de una autoridad investida de poder público y de legitimidad gubernamental” (Meny y Thoenig 1992:89), “un programa de acción que deberá ser desarrollado en la práctica por una o varias instancias ligadas al poder público” (Aguilar de Prat y Vilanova 1987:345). “Es todo aquello que los gobiernos deciden hacer, o no hacer” (Dye 1983). Esto último supone situar en un mismo plano tanto la acción gubernamental como la inacción, desde la hipótesis de que ésta puede alcanzar un impacto sobre la sociedad tan importante como la acción. Siempre y cuando esa inacción haya sido una decisión de no actuar, por lo que hay que tener cuidado de no imputar “no acciones” cuando las mismas no han sido decididas como tal. Por ello, será una política pública cuando la autoridad pública ha decidido deliberadamente no actuar frente a un problema público, considerando que el dejar hacer es la mejor (o más adecuada) estrategia frente a una cuestión (Rose 1969:9-10; Pressman y Wildavsky 1974:11-12).
Además, hay que tener presente que una política pública es una categoría de análisis, una construcción analítica que lleva a cabo un experto o un decisor público. No es un fenómeno que se autodefina, de perfiles claros y definidos (Heclo 1974:85). De hecho, definir es, antes que nada, asignar límites, delimitar. Por ello, la definición establece qué debe ser incluido y qué debe ser excluido (Sartori 2005:12).

Por otro lado, la política pública debe entenderse como un proceso, un curso de acción, es decir, un conjunto o secuencia de decisiones y acciones más que una decisión singular, con continuas interacciones y ajustes (Anderson 1984:3; Plano, Greenberg, Olton y Riggs 1973:311; Rose 1969:10). Por ello, el término “política pública” incluye tanto lo que intencionalmente se persigue como lo que realmente ocurre como resultado de la intención. Es decir, una política pública debe ser identificada tanto por sus objetivos como por sus resultados, previstos e imprevistos, ya sean positivos o negativos (Heclo 1974:85).

Pero en las políticas públicas no sólo participan los actores gubernamentales. La complejidad y diversidad que han adquirido las políticas en las sociedades contemporáneas fomentan la participación de actores tanto públicos como no públicos, que se relacionan entre sí, y son interdependientes (Kriesi, Adam y Jochum 2006:341). Esta compleja participación, relación e interacción entre actores en cada una de las políticas públicas ha sido definida con el concepto de redes de políticas públicas
. Las redes son también concebidas como forma de elaborar e implementar políticas públicas eficientemente (Zurbriggen 2004:181). Estas redes se definen como el conjunto de actores públicos y privados y sus interacciones más o menos estables a través de las cuales gobiernan, coordinan o controlan un sector de la política. No en todos los casos los actores mantienen entre sí una relación jerárquica (Agranoff y McGuire 1999:20), de hecho, los lazos entre ellos pueden estar o no institucionalizados (Heritier 1993:143-144; John 2001:139-148; Natera 2005:766-768).

Hay que tener en cuenta, sin embargo, que los organismos públicos no son un actor más en la red, porque son los que disponen de ciertos recursos que no poseen otros actores, como el poder monopólico de la violencia física o la legitimación democrática. Y, además de poseer ciertos recursos, los actores gubernamentales tienen que hacerse cargo de tareas específicas, basadas en los principios de representación del interés público y la salvaguarda de valores democráticos (Agranoff  2003).

El enfoque de redes nos permite abordar uno de los temas prioritarios en el análisis de políticas públicas: el estudio de la forma en que se elaboran y se implementan políticas, centrándonos en la configuración de diversos entramados concretos de actores, con determinadas estrategias y patrones de interacción, más o menos estables o cambiantes. De hecho las redes son cada vez más importantes y frecuentes en la elaboración e implementación de políticas públicas, ya que gran parte de las administraciones públicas operan a través de actores que trabajan en redes (Zurbriggen 2004:183)
.

LAS POLÍTICAS PÚBLICAS DE LUCHA CONTRA VERTIDOS Y SUS ACTORES

En este apartado se resumen brevemente los sistemas de lucha contra vertidos, y la participación de los actores no públicos en estos sistemas.
La estructura de los sistemas de lucha contra vertidos marinos y la participación de actores no públicos en ellos

Una tarea básica del análisis de redes es analizar los actores relacionados con una política pública concreta. Este análisis permite captar la dinámica del proceso de esa política pública y conocer la distribución del poder entre los diferentes actores (Chaqués Bonafont 2004:59).
Los resultados del estudio comparado que se ha realizado ponen en evidencia la existencia de una tendencia mundial hacia la mayor participación de actores no públicos en los sistemas nacionales de lucha contra vertidos. La situación existente en los países estudiados permite clasificarlos en tres grupos, en función de los actores con competencias en el sistema:

a. Las competencias del sistema de lucha contra vertidos en el mar se encuentran en manos únicamente de los gobiernos centrales. Esto sucede en Portugal, Rumania y Reino Unido.

b. La prevención, gestión y evaluación de vertidos marítimos es competencia de los gobiernos centrales y subnacionales (länder, regiones, comunidades autónomas, municipios, distritos, provincias, etc.). En este grupo se encuentran España, Noruega y Alemania.

c. Existen competencias formalmente reconocidas para los actores no públicos (empresas, voluntarios, sindicatos, ONG, asociaciones empresariales y sectoriales, agrupaciones de pescadores, universidades, organismos de investigación, medios de comunicación y otros agentes no gubernamentales). Esta es la situación actualmente en Australia y Estados Unidos. Francia y Dinamarca tienen competencias reconocidas para determinados actores no públicos, pero de menor importancia de las que se les reconocen en los otros dos países mencionados.

De esta forma, conocemos el grado de institucionalización de la participación de los actores no públicos en el sistema de lucha contra vertidos marinos. Y esto nos determina el carácter formal o informal de la participación de los actores no públicos en la política de lucha contra vertidos.

Junto a esta clasificación de los países estudiados, puede realizarse otra que, yendo más allá de lo formal, sitúe a los países en función de la participación real de los actores no públicos en catástrofes ya sucedidas o en función de la participación esperable en catástrofes que pudieran producirse, según los expertos entrevistados. Esta clasificación sería la siguiente:

a. Países en los que los actores no públicos han participado en la gestión de un caso de emergencia ya sucedido: España (Prestige, en el año 2002), Alemania (Pallas, en 1998), Francia (Amoco Cadiz, en 1978, y Erika, en 1999), Estados Unidos (Exxon Valdez, en 1989 y torre petrolífera Deepwater Horizon en 2010), Dinamarca (Baltic Carrier, en 2001), Australia (Kirki, en 1991), Reino Unido (MV Braer, en 1993), Noruega (M/S Server, en 2007) y Portugal (Jacob Maersk, en 1975).

b. Países en los que sería esperable la participación de los actores no públicos en caso de que hubiera una catástrofe, entre los que se encuentra Rumania.

Por lo tanto, la situación actual de los sistemas de lucha contra vertidos en los países estudiados se caracteriza por una disfunción entre lo acontecido en la realidad y lo previsto en la regulación de las políticas públicas. Mientras que la participación de los actores no públicos sólo ha sido reconocida en dos casos (cuatro si incluimos a Francia y Dinamarca), ya ha sido un hecho en nueve de los diez países estudiados, y en Rumania, aunque todavía no se ha dado ningún caso de participación de actores no públicos en catástrofes medioambientales, sería esperable que participaran, en el caso de que sucedieran.

Actores no públicos que actúan en el sistema de lucha contra vertidos marinos

A la hora de determinar qué actores no públicos participan o pueden participar en los sistemas de lucha contra vertidos marinos estudiados incluimos todos aquellos que sin estar integrados en las administraciones públicas pueden tener entre sus objetivos la lucha contra los vertidos, de una manera directa o indirecta, es decir, objetivos relacionados con la protección del medio ambiente, la salvaguarda de los recursos naturales del mar, la protección de los intereses económicos y de los trabajadores de las áreas afectadas, etc. En definitiva, un importante elenco de actores que tienen entre sus objetivos el impedir que se produzcan catástrofes ambientales, económicas o sociales derivadas de los vertidos en el mar, o intentar minimizar sus efectos negativos una vez que un vertido se ha producido.
De esta manera, los actores no públicos que pueden actuar en el sistema de lucha contra vertidos son los siguientes: empresas públicas, empresas privadas o mixtas, ONG nacionales e internacionales, asociaciones empresariales y sectoriales, agrupaciones de pescadores, voluntarios, universidades, sindicatos, organismos de investigación y medios de comunicación.

Es relevante conocer cuáles son los actores no públicos que participan en el sistema, pero el análisis de redes también se interesa por describir y analizar las funciones de esa red y las funciones que cada uno de esos actores realiza dentro de ella. Las funciones dependen de las necesidades, objetivos, recursos y estrategias de los actores implicados, y –dependiendo de los objetivos de los diversos actores- la red adquiere diferentes funciones (Van Waarden 1992:33-34).

Como veremos más adelante, las empresas públicas, privadas y mixtas, los organismos de investigación y las ONG nacionales e internacionales tienen una gran participación en estos sistemas, aunque en la mayoría de los países esta participación no está reconocida formalmente. Por el contrario, los sindicatos, las asociaciones empresariales y sectoriales tienen una menor participación.

La participación de las agrupaciones de pescadores y la de las universidades sólo se realiza en algunas funciones y en determinados países. En algunas ocasiones han participado de manera muy directa en la ayuda para la recogida de vertidos, como ocurrió en el caso de España tras el hundimiento del Prestige.

Las ONG, junto con los voluntarios, suelen realizar labores de limpieza en playas y actividades de concienciación sobre el desastre. A menudo su ayuda es rechazada por los organismos públicos, por no tener capacidad para gestionar su participación.

La participación de los medios de comunicación queda reducida a dar información sobre los sucesos y a concienciar sobre el riesgo.

En algunos países las investigaciones sobre los vertidos marinos y la posible respuesta ante un desastre es realizada casi en su totalidad por organismos públicos de investigación, así como por universidades.

En la mayoría de los países son las empresas privadas las que cuentan con los equipos necesarios y con el personal con la cualificación exigible para afrontar un desastre producido por  vertidos.

LA PARTICIPACIÓN DE ACTORES NO PÚBLICOS EN EL SISTEMA DE LUCHA CONTRA VERTIDOS

Tal como se mencionó, el análisis de redes no sólo pretende describir los actores involucrados en una política pública concreta, sino también analizar las funciones de cada uno de ellos. En este apartado se describen, por ello, los actores implicados en las políticas de lucha contra vertidos marinos en los diez países estudiados, determinando sus funciones. Se hace hincapié en conocer si los actores no públicos participan tanto en la prevención, como en la gestión y la evaluación de esas políticas, o si participan sólo en una de esas funciones. 
El análisis de redes también se centra en analizar el grado de formalización de la participación de los actores en la red, es decir, si su participación está o no institucionalizada. Por ello, el análisis que presentamos en esta investigación se divide entre los países en los que existe un reconocimiento formal de competencias para los actores no públicos, y los países en que estos actores tienen una participación no institucionalizada.

Reconocimiento formal de competencias para los actores no públicos

Son cuatro los países que reconocen de manera formal competencias a los actores no públicos en las políticas de prevención, gestión y evaluación de vertidos marítimos: Australia, Estados Unidos y, en menor medida, Dinamarca y Francia.
1. El caso de Australia
En el sistema australiano de lucha contra vertidos se reconocen competencias de manera formal a las empresas privadas y públicas. Este reconocimiento se basa en que son estos actores los que tienen equipamiento y personal entrenado para responder ante situaciones de vertidos. Además, se exigen responsabilidades directas a aquellos actores que son, a menudo, el propio origen de los vertidos.

Así, uno de los expertos entrevistados, Mandy Dearden (WA Department of Planning and Infrastructure. Acting Coordinator Marine Environment Protection Unit), señala que “las organizaciones que plantean un riesgo de contaminación marítima son requeridas para establecer estrategias de  prevención, planificación y respuesta ante el derrame de vertidos”.

Entre las empresas públicas con competencias reconocidas se encuentran, por ejemplo, las corporaciones portuarias. Son estas entidades las que tienen la First Strike Responsibilty, es decir, las competencias para realizar las primeras actuaciones de gestión de un vertido en el área que cubre sus límites portuarios, así como otras competencias en prevención y evaluación de casos de contaminación.

En Australia, la participación de los actores no gubernamentales en los sistemas de prevención y lucha contra vertidos está contemplada formalmente en los “Planes de Contingencia”, así como en los acuerdos y memorandos de entendimiento que se firman entre todos los agentes participantes en el sistema. Esta participación se contempla también de manera expresa en el “Plan Nacional para Combatir la Contaminación en el Mar por Petróleo y Otras Sustancias Nocivas y Dañinas”, plan superior de actuación en esta materia.

Este Plan creó un marco nacional de organización gubernamental e industrial que permite dar una respuesta eficaz en caso de incidentes de contaminación marítimos. La Australian Maritime Safety Authority (AMSA) se encarga de dirigir el Plan Nacional, trabajando con los gobiernos territoriales, los agentes públicos y privados de los sectores del transporte, el petróleo, la investigación y las industrias químicas, así como con los servicios de emergencia, para maximizar la capacidad de respuesta ante la contaminación marítima.

El Comité de Dirección del Plan Nacional (NPMC) proporciona las directrices estratégicas del Plan, mientras que el Grupo de Operaciones de Plan Nacional (NPOG) dirige las funciones operacionales.

Por su parte, Paul Nelson (Australian Maritime Safety Authority. Manager Environment Protection) señala que: “La dirección de la respuesta ante vertidos químicos y de petróleo se emprende con la cooperación entre los representantes de los buques que transportan petróleo o sustancias químicas y los puertos. La industria petrolífera, en particular, está provista de una significativa proporción de equipos y personal de respuesta ante vertidos”.

Además, Troy Byrnes (Maritime Safety Queensland. Senior Advisor, Pollution and Environmental Management) recuerda que los actores no públicos participan en las actividades de prevención “aplicando los procedimientos para prevenir la probabilidad de que ocurra un vertido dentro de sus límites operacionales”, y cita, como ejemplo de ello, The Australian Industry Cooperative Oil Spill Response Arrangements (AMOSPlan). Los actores no públicos también participan en la gestión de vertidos, suministrando equipos y personal cualificado si son convocados para ello por el Plan Nacional.

2. El caso de los Estados Unidos de América 

En el sistema estadounidense de prevención, gestión y evaluación de vertidos marítimos tienen competencias formalmente reconocidas las organizaciones sin ánimo de lucro nacionales, las empresas privadas, los voluntarios, las asociaciones de pescadores, los organismos de investigación y las universidades.

La reglamentación impone ciertos requisitos a los transportistas y refinerías, siendo uno de ellos el de tener contratadas a empresas privadas de salvamento para responder en caso de emergencia. La primera respuesta la dan las empresas privadas de salvamento contratadas por el gobierno, o por las empresas privadas que operan en el sector del transporte o en instalaciones. Es decir, en el sistema se valoran las respuestas de las empresas, y sus reglamentos tratan de asegurar que sean estas empresas las que realicen la primera respuesta ante un vertido. Las empresas son las que se encargan del salvamento de los buques, restos de los barcos, extinción de incendios, recogida del combustible y sustancias (tanto las que han sido vertidas al mar como las que se mantienes dentro de los buques siniestrados), etc. Por parte del sector público, se establecen directrices y se realizan inspecciones para asegurar su cumplimiento.

Nos encontramos, por tanto, ante un modelo paradigmático en cuanto a la participación de los actores no públicos, pues tanto la actuación privada como la pública gira en torno a una figura privada que actúa en caso de emergencia.

El gobierno interviene en la gestión de los vertidos sólo si los equipos de salvamento marítimo privados requieren su ayuda. Algunas veces, sobre todo con grandes vertidos, el gobierno asume el control, en otras ocasiones tan solo supervisa. Así sucedió durante los vertidos contaminantes causados por el huracán Katrina en Nueva Orleans en 2005, contra los que no se utilizó ninguno de los equipamientos del gobierno. Los guardacostas y representantes del Estado sólo fueron responsables de supervisar que el trabajo se había realizado correctamente.

En este marco, Kurt Hansen (US Cost Guard R&D. Project Manager) señala que “el inconveniente de este modelo es que tenemos algunos problemas para mantener a nuestro personal con suficiente experiencia, de manera que entiendan todos los aspectos del problema”.

Por su parte, las competencias formalmente reconocidas a los voluntarios son muy limitadas, fundamentalmente por lo riesgos que para las personas entraña la exposición a los vertidos. En este sentido, y como enseñanza que podría ser aplicable en otros países, en Estados Unidos se exige a cualquier voluntario la realización de dos días de entrenamiento antes de que se le permita trabajar sobre el terreno.

En el sistema de lucha contra vertidos se reconoce formalmente a las ONG nacionales preocupadas por el medio ambiente y por la vida salvaje las labores de supervisión de la prevención y de evaluación de la respuesta ante catástrofes con consecuencias medioambientales, en las que hayan resultado afectadas aves y mamíferos por su exposición a los vertidos.

Por otro lado, en algunos estados de los Estados Unidos, como es el caso de Alaska, los pescadores no sólo tienen competencias reconocidas en la gestión de los vertidos, sino que son entrenados, en el marco del sistema nacional, para utilizar sus buques ante un vertido.

Las universidades y los organismos de investigación se encargan, por indicación de los gobiernos federal y estatales, de realizar una amplia variedad de investigaciones. La mayoría de las agencias federales y algunos de los estados tienen organismos de investigación específicos. Generalmente, cada estado y organismo federal sigue sus prioridades, contemplándose en este caso competencias en materias de investigación que cubren fundamentalmente las áreas de prevención y respuesta ante vertidos.

Pero aunque en la gestión de vertidos es muy importante la participación de los actores no públicos, cabe destacar que en su prevención estos actores tienen un papel limitado. La mayoría de ellos sólo observan la acción del gobierno y plantean los inconvenientes. 

En cambio, las organizaciones sin ánimo de lucro son fundamentales en la etapa de evaluación de los vertidos, en los casos en los que el medioambiente ha sido afectado, como antes se ha señalado.

En un sistema nacional de lucha contra vertidos marinos en que existe una participación tan amplia de los actores no públicos, resulta básica la existencia de mecanismos de información, de consulta y de participación para la toma de decisiones que involucren a los actores no gubernamentales.

De hecho, los analistas de redes de políticas públicas dedican mucha atención a la forma en que se produce el intercambio de recursos y de información dentro de las redes. Se señala que estos mecanismos pueden consistir en reglas, rutinas informales o vínculos organizacionales, “que en cada caso limitan y estructuran los procesos y el estilo de interacción que se produce en el interior del network” (Jordana 1995:79).

En Estados Unidos utilizan el llamado “Integrated Command System”. Este sistema establece un comando o mando unificado (UC), integrado por los representantes de los gobiernos federal y estatal (encabezando el equipo), el agente responsable del vertido y el responsable o director del personal de salvamento, junto con los responsables de los equipos de salvamento necesarios. El mando unificado es apoyado por una organización que puede ser flexible dependiendo del alcance del problema.

En resumen, al analizar la operativa prevista para la gestión de los vertidos en Estados Unidos, se pone de relieve la importancia que en ella se concede a los actores no públicos, y el contraste existente entre esta forma de proceder y las de otros países.

De todas formas, en opinión de Kurt Hansen, la participación de los actores no gubernamentales en la prevención, gestión y evaluación de catástrofes medioambientales mejoraría, en el ámbito local, si los gobiernos federal y estatales realizaran mayores inspecciones en los equipamientos y en la cualificación de los medios humanos.

3. Los casos europeos: Dinamarca y Francia
En Europa encontramos dos casos en los que existen ciertos actores no públicos con competencias reconocidas formalmente en el marco de los sistemas nacionales de lucha contra vertidos, pero que, sin embargo, no pueden asimilarse a los dos casos estudiados en los apartados anteriores, pues hacerlo supondría equiparar dos sistemas (Australia y Estados Unidos) en los que, como se ha visto, el sector privado desarrolla una labor preponderante, con otros dos, Dinamarca y Francia, en los que la actuación de los actores no públicos tiene una menor importancia o es muy especializada.

Así, en el sistema danés de prevención, gestión y evaluación de vertidos marinos se reconocen formalmente las competencias de las empresas públicas, las ONG nacionales e internacionales, las asociaciones empresariales y sectoriales, y las agrupaciones de pescadores. Los puertos son, con frecuencia, empresas públicas con competencias para el tratamiento de los residuos de los barcos. Determinadas ONG nacionales organizan la recogida de residuos y, junto con las internacionales, realizan campañas informativas. A las asociaciones empresariales y sectoriales se les reconocen competencias en el tratamiento de las aguas de lastre. Por su parte, las agrupaciones de pescadores colaboran en los trabajos de recogida de residuos.

Por otro lado, en el sistema francés de prevención y lucha contra vertidos marítimos se reconocen competencias a los organismos de investigación. Sin embargo, como ya se ha adelantado, son competencias muy especializadas, referidas al análisis de la contaminación y a la investigación en productos de tratamiento y tecnologías de recuperación.

Participación no formal de los actores no públicos en el sistema de lucha contra vertidos marinos

Así pues, de los diez países estudiados únicamente dos cuentan realmente con sistemas de lucha contra vertidos marinos en los que la participación de los actores no públicos está reconocida de forma amplia y, por tanto, estructurada y regulada. Pero, ¿qué sucede en los otros ocho países?
En este apartado se aborda el comportamiento de los actores no públicos en esos ocho países, más allá de la formalización de este comportamiento en una norma o plan. Se han analizado los objetivos de estos actores en relación con la prevención, gestión y evaluación de vertidos, y se ha preguntado a los expertos entrevistados por las funciones que están acometiendo o acometerían este tipo de actores en cada uno de los sistemas nacionales.

A continuación se recogen los resultados de la investigación, que muestran que en algunos países que no reconocen las competencias de los actores no públicos de una manera formal, se produce de todas formas su participación en el sistema de prevención y lucha contra vertidos marinos.

1. España
En España la participación de los actores no gubernamentales en los sistemas de prevención y lucha contra vertidos no está contemplada formalmente. Sin embargo, se supone que esta participación se activaría en casos concretos, como de hecho ya sucedió en los vertidos producidos por los hundimientos de los buques Mar Egeo y Prestige.

Tras el vertido del petrolero Prestige hubo una masiva actuación de voluntarios, encuadrados o no en ONG, que fueron esenciales en la lucha contra el vertido por un período de varios meses. Incluso se creó la organización Nunca Máis
, una de cuyas misiones fue concienciar en la lucha contra el vertido
.
La participación de actores no gubernamentales en la prevención, gestión y evaluación de vertidos en España, según la opinión de Juan Pérez Pazó (Consellería de Pesca, Dir. Xeral Recursos Mariños. Xefe de Servizo de Asesoría Técnica), “se limita a la lucha contra la contaminación tras un accidente”. Entiende, por ello, que los actores no públicos no participan en la prevención, gestión y evaluación de vertidos, pues dichas funciones están reservadas a la esfera gubernamental o a agentes relacionados con dicho ámbito, por ejemplo expertos universitarios o centros de investigación.
En opinión de los expertos entrevistados, para mejorar la participación de los actores no gubernamentales en el sistema, sería necesario reconocerles formalmente unas funciones en la lucha contra vertidos, y establecer mecanismos de información y de consulta que los incluyera. Esto mejoraría, según ellos, las actividades de prevención, gestión y evaluación de los vertidos
.
2. Alemania
En Alemania son el gobierno central y los gobiernos de los Länder los únicos agentes con competencias formalmente reconocidas en el sistema de prevención, gestión y evaluación de vertidos. Si el accidente de un barco tiene lugar fuera de la zona de 12 millas, la lucha contra los vertidos en alta mar es competencia federal. Si el accidente se produce a menos de 12 millas de la costa, la responsabilidad es conjunta, tanto federal como de los Länder costeros. No obstante, si bien no existe un reconocimiento formal de competencias para los actores no públicos, se ha producido su participación en el sistema (en el vertido provocado por el hundimiento del Pallas), y sería esperable que se produjera, en opinión de los expertos entrevistados, si hubiera otra crisis. Actualmente se reconoce a estos actores un papel activo en el funcionamiento del sistema que, de seguir así, será pronto reconocido formalmente.
En Alemania participan en el sistema los siguientes agentes no gubernamentales: ONG nacionales e internacionales, organismos de investigación, agrupaciones de pescadores y empresas públicas.
De hecho, las organizaciones no gubernamentales tienen una participación notable en este sistema (Greenpeace, BUND, Wild Life Fund, etc.), desarrollando su papel en un marco no formalizado, pero ampliamente considerado. Sus funciones son, principalmente, las de concienciación, educación e investigación para que no vuelvan a producirse estas situaciones, así como la identificación de riesgos y concienciación sobre la existencia de los mismos. La actuación de estos actores está tan asumida dentro del sistema que incluso participan en algunas estructuras formales del gobierno central, como el Wadden Sea Forum. El Wadden Sea Forum es una plataforma que han creado Países Bajos, Alemania y Dinamarca para fortalecer el diálogo y la cooperación trinacional en relación a la protección de la costa del Mar del Norte. Además de los gobiernos nacionales de estos tres países, en el Wadden Sea Forum también participan los Länder colindantes al Mar de Wadden (Baja-Sajonia, Bremen, Hamburgo y Schleswig-Holstein), gobiernos locales, empresas y, como se ha dicho, ONG.
Por otra parte, los organismos de investigación participan en el sistema desarrollando nuevas tecnologías, analizando riesgos y concienciando sobre ellos. Estas labores las comparten con las organizaciones de pescadores.
En Alemania existen, además, compañías públicas que participan de manera muy directa en la gestión de los vertidos una vez se producen.
Los voluntarios participan también en el sistema a través de las brigadas antiincendios, formadas por personal voluntario no profesional que se encarga de la limpieza de playas en los casos de vertidos menores, siempre con una decisión previa del máximo organismo federal que coordina estas actividades.
Todos estos actores no públicos son tenidos en cuenta a través de mecanismos de participación. Su participación se considera de especial importancia en las funciones de prevención y evaluación, y de menor importancia en la gestión de los vertidos producidos.
3. Francia
El sistema francés de prevención, gestión y evaluación de vertidos reconoce pequeñas competencias a los organismos públicos de investigación, pero se trata de un sistema centralizado, en el que casi todas las competencias recaen en el Gobierno central.
Al igual que sucede con el sistema español, el sistema francés se ha visto fuertemente influido por una catástrofe concreta, el hundimiento del petrolero Erika, frente al que se movilizó la sociedad civil dando lugar a un voluntariado similar al que se produjo en España tras el hundimiento del Prestige.
De este modo, si bien sus competencias no han sido reconocidas formalmente, en Francia existen actores no públicos que ya han participado en la gestión de una catástrofe concreta, y que volverían a participar –según los expertos entrevistados– si se produjera otro vertido.
Entre los actores no públicos destaca la participación de las empresas privadas y públicas. Junto a ellas, también participan en el sistema las ONG nacionales e internacionales, las asociaciones sectoriales, las agrupaciones de pescadores, los voluntarios, los sindicatos y las asociaciones municipales o colectivos territoriales.
Las empresas privadas desarrollan una tarea sustancial en este sistema, pues poseen recursos especializados y combaten de manera activa los vertidos en el mar y en las playas. Esto provoca que los expertos entrevistados consideren que la mayor aportación de los actores no públicos se produce en la gestión de las emergencias, más que en su prevención o en su evaluación.
4. Noruega
En Noruega la prevención y lucha contra los vertidos marítimos es competencia únicamente de los gobiernos centrales y subnacionales. De todas formas, aunque no tienen  competencias formalmente reconocidas, entre los actores que persiguen los objetivos de la prevención y lucha contra vertidos marinos se encuentran las ONG nacionales e internacionales, los organismos de investigación, las agrupaciones de pescadores y las empresas privadas y públicas.
Desde 1983, la Ley que desarrolla el sistema de lucha contra vertidos (State Pollution Act) impone a la industria del petróleo y a otros operadores privados la obligación de notificar sus capacidades para actuar en caso de emergencia y de asistir en la gestión de la misma cuando así sea necesario.
Las ONG ejercen fundamentalmente labores de lobby y proveen de mano de obra para la lucha contra los vertidos cuando estos se producen, combatiéndolos en las playas.
En el sistema existen mecanismos de comunicación con los actores no públicos, y se presta especial atención a la responsabilidad de las empresas petrolíferas en la lucha contra vertidos, y a la participación de los voluntarios (a través de ONG), existiendo programas de formación para estos.
La participación de los actores no gubernamentales en los sistemas de prevención y lucha contra vertidos se ha producido en casos concretos en Noruega, en los que fue necesario dar respuesta a vertidos en el litoral. La actuación de estos actores es considerada primordial, por los expertos entrevistados, en la gestión de emergencias, más que en su prevención o en su evaluación.
5. Portugal
En Portugal, la prevención, gestión y evaluación de vertidos marítimos es competencia únicamente del gobierno central. Aparte de las competencias formalmente reconocidas, entre los actores que persiguen los objetivos de prevención y lucha contra vertidos marinos, se encuentran las ONG nacionales e internacionales, las asociaciones empresariales y sectoriales, los organismos de investigación, las agrupaciones de pescadores, y las empresas públicas y privadas.
En ese país, la participación de los actores no gubernamentales en los sistemas de prevención y lucha contra vertidos se produce siempre que sea solicitado por las autoridades nacionales responsables de la coordinación, por ejemplo para apoyar en las operaciones de limpieza de las costas.
Las empresas públicas desarrollan una labor clave en el sistema, participando tanto en la prevención (identificación y descripción de riesgos, elaboración de planes de emergencia), como en la gestión (lucha en alta mar y en las playas, aportación de recursos especializados y de mano de obra, etc.).

Los restantes actores no públicos se centran más en las actividades de prevención y de evaluación, haciendo de lobby, realizando estudios, educando y concienciando, etc.; salvo en el caso concreto de alguna ONG y de las organizaciones de pescadores que también se enfrentaron a los vertidos ya producidos.
6. Reino Unido
La prevención y lucha contra vertidos marítimos en el Reino Unido es competencia únicamente del gobierno central. Aunque no tienen las competencias formalmente reconocidas, entre los actores que persiguen los objetivos de prevención, gestión y evaluación de los vertidos marinos, se encuentran las ONG internacionales, los organismos de investigación y las empresas públicas y privadas.
De todos ellos son las empresas públicas las que participan de una manera más activa en el sistema, desarrollando su actividad en todas las funciones necesarias, tanto en lo referente a prevención, como en la gestión y la evaluación.
Las empresas privadas también contribuyen, especialmente en la lucha contra los vertidos una vez que éstos se han producido, en la investigación de tecnologías y en la prevención (identificando y caracterizando riesgos, y haciendo labores de concienciación).
The Maritime and Coastguard Agency (MCA) es la autoridad competente en el Reino Unido, la que interviene ante la contaminación del transporte e instalaciones en mar abierto. La participación de actores no gubernamentales en la prevención, gestión y evaluación de vertidos en este país se realiza a través de la autoridad nacional competente para la contaminación marina, atendiéndose a cada caso concreto
.
7. Rumania
En Rumania, la prevención y lucha contra vertidos marítimos es competencia únicamente del gobierno central. Entre los actores que persiguen los mismos objetivos que el gobierno central en este campo, sin tener competencias formalmente reconocidas, se encuentran las ONG nacionales e internacionales, los medios de comunicación, los organismos de investigación, las universidades, las agrupaciones de pescadores, y las empresas públicas, mixtas y privadas.
8. Dinamarca
A diferencia de lo que sucede en otros países, como en España o EE.UU., en Dinamarca no existe una institución nacional de protección costera o salvamento marítimo. Las instituciones regionales, las empresas y las ONG tienen todas las competencias.
Por otro lado, y como ya se señaló en apartados anteriores, Dinamarca es, junto con Francia, el único país europeo que reconoce formalmente algunas competencias para los actores no públicos. No obstante, dicho reconocimiento se centra en funciones menores dentro del sistema y en ningún caso puede ser comparable a la delegación de funciones que se produce en países como Australia y Estados Unidos.
Los actores no gubernamentales que participan en el sistema danés son las empresas públicas (especialmente los puertos), las ONG nacionales e internacionales y las asociaciones sectoriales y de pescadores. Mientras los puertos son responsables de la gestión de los riesgos y la actuación ante ellos en sus áreas de intervención, las ONG desempeñan una labor más relacionada con la concienciación y la educación, aunque también coordinan campañas de limpieza en casos de vertidos pequeños. Las asociaciones, por su parte, colaboran con el gobierno. Entre ellas destacan la asociación de navieros y la de pescadores, realizando ésta última labores de limpieza de vertidos en el mar.
Además de estas competencias formalmente reconocidas a estos actores, el sistema danés se caracteriza por que casi la totalidad de los actores no gubernamentales estudiados participa, de facto, en la prevención, gestión y evaluación de vertidos marinos. Así, las empresas públicas participan en la elaboración de planes de emergencia y en la gestión de emergencias. Estas empresas poseen medios y mano de obra cualificada que les permite actuar en el combate de vertidos tanto en alta mar como en las costas.
También están presentes en este sistema las asociaciones industriales y de puertos, que colaboran activamente en todas las fases de la lucha contra vertidos. Los medios de comunicación y las organizaciones sin ánimo de lucro desarrollan funciones vinculadas fundamentalmente a la concienciación y a la educación.
En un sistema de estas características resulta lógica la previsión de instrumentos de coordinación y de comunicación entre los agentes públicos y los nos públicos, como de hecho sucede en Dinamarca.
Mecanismos de participación de los actores no públicos en las políticas de lucha contra vertidos
En el marco de la concepción sistémica que orienta esta investigación, se ha abordado el análisis de la conexión existente entre todos los actores que participan en el sistema, pues suele ser éste un problema habitual de todo sistema o subsistema de políticas públicas. De hecho, como ya se mencionó, los análisis de redes de políticas públicas se interesan especialmente por la forma en que se produce el intercambio de recursos y de información dentro de las redes (Jordana 1995:79). Para ello se preguntó a los expertos entrevistados por la situación de los mecanismos de información, consulta y participación en cada uno de los países estudiados.
Como era esperable, es en los dos países en los que los actores no públicos tienen reconocida su participación de una manera formal, Estados Unidos y Australia, donde existen mecanismos de participación más estructurados. En Australia todos los actores participan en la elaboración de un mismo plan en el que se establecen las competencias y actuaciones previstas para cada uno de ellos y, en caso de emergencia, son coordinados por una única autoridad.
Por otro lado, en Estados Unidos se han reforzado estos mecanismos tras el desastre ecológico provocado por el hundimiento del Exxon Valdez, pues esta situación de emergencia puso de manifiesto la necesidad de coordinar las actuaciones de los actores privados –principales responsables de una intervención ante la emergencia en este país– con los actores públicos.
En Francia existen mecanismos de información, consulta y participación para la toma de decisiones por parte de los gobiernos en los que se involucra a los actores no gubernamentales, especialmente en la coordinación local en casos de emergencia, que es dirigida por el prefecto (gobernador de un departamento o provincia). No obstante, en opinión de los expertos consultados, la participación de los actores no públicos en la prevención, gestión y evaluación de catástrofes medioambientales mejoraría si existiesen mecanismos de participación y colaboración más desarrollados.
En Alemania se han creado foros y plataformas de encuentro entre todos los actores que comparten los objetivos del sistema. Estos foros llegan incluso a reunir a los actores de varios sistemas nacionales (Dinamarca y Alemania fundamentalmente, pero también Suecia o Países Bajos), con el objetivo de que no se repitan los problemas de coordinación de los sistemas nacionales que se produjeron tras el hundimiento del Pallas. En estos foros, como ya se señaló, se reúnen los actores gubernamentales con los actores no públicos, como ONG nacionales e internacionales, asociaciones industriales y de pescadores, etc.

En Dinamarca los mecanismos de información, consulta y participación para la toma de decisiones por parte de los gobiernos en los que se involucra especialmente a los actores no gubernamentales son similares a los existentes en Alemania: foros nacionales e internacionales, conferencias, etc.

Por su parte, en Portugal no existen mecanismos concretos de información, consulta y participación. En opinión de João Sousa (Direcção-Geral da Autoridade Marítima, Direcção de Serviços de Combate à Poluição. Thecnical Adviser), la participación de los actores no gubernamentales en la prevención, gestión y evaluación de catástrofes medioambientales mejoraría con una mayor comunicación entre las entidades que participan en el sistema.
En el resto de los países estudiados los mecanismos de información, consulta y participación de los actores no públicos son informales, al igual que el reconocimiento de sus funciones.

Como conclusión, podemos señalar que los instrumentos de información, consulta y participación con los actores no públicos sólo están estructurados en aquellos países en los que estos actores tienen competencias formalmente reconocidas y, de manera especial, en Australia. El caso estadounidense puede ser ejemplar en lo concerniente a los riesgos que se derivan de la inexistencia de estos mecanismos en un sistema donde la tarea preponderante recae en los actores privados, tal como pudo observarse tras el hundimiento del Exxon Valdez.
En algunos de los países europeos existen iniciativas para fomentar dicha participación y comunicación –especialmente en Alemania y Dinamarca–, derivadas, asimismo, de los problemas de coordinación que existieron en un caso real, el hundimiento del Pallas.
En el resto de países no existen mecanismos de encuentro específicos en el marco del sistema. Los expertos entrevistados coinciden, en relación a esta cuestión, en que para la mejora del sistema y de la participación de los actores no públicos en él, sería necesario crear estos instrumentos de información, consulta y participación.
CONCLUSIONES
Del trabajo de campo realizado y del análisis comparado de la información obtenida de cada uno de los países que han sido objeto de estudio pueden extraerse las siguientes conclusiones.
En todos los países estudiados existe un elevado número de actores no públicos que persiguen entre sus objetivos la prevención, gestión y evaluación de vertidos marítimos. Entre ellos podrían destacarse las empresas públicas (los puertos en muchos de esos países), las empresas privadas y las industrias vinculadas al transporte de hidrocarburos, las organizaciones sin ánimo de lucro, los propios ciudadanos que devienen en voluntarios cuando se produce una emergencia, etc.
En Australia y Estados Unidos los actores no públicos tienen encomendadas funciones clave en el sistema, mientras que en Francia y Dinamarca tienen reconocidas algunas funciones de menor importancia. En el caso americano esta situación se lleva al extremo, pues las empresas privadas son los actores principales en la gestión de cualquier crisis de estas características. En los otros seis países estudiados los actores no públicos no tienen competencias reconocidas formalmente.
En nueve de los diez países estudiados (España, Francia, Alemania, Reino Unido, EE.UU., Australia, Dinamarca, Noruega y Portugal) los actores no públicos ya han participado en un caso de emergencia. En los casos de España y Francia, con el Prestige,  ha tenido una especial importancia la participación de voluntarios en las tareas de recogida del vertido en las playas, de los pescadores en la lucha contra el vertido en el mar, y de empresas públicas y privadas en las actuaciones más especializadas, en las playas, en alta mar y en el propio pecio.
El principal fallo detectado en la implantación de la política pública de lucha contra vertidos en el mar es la falta de comunicación y coordinación entre los actores que conforman el sistema; no ya entre los actores públicos, sino, de manera especial, entre éstos y los actores no públicos que han actuado o pueden actuar en caso de una nueva emergencia.
En definitiva, la realidad evidencia que ante una emergencia medioambiental de la complejidad de las estudiadas, en todos los casos los actores públicos han recurrido a los actores no públicos para realizar diversas funciones. Los expertos señalan que no se ha tratado de algo circunstancial, sino que volvería a repetirse en caso de producirse otra marea negra.
Es decir, los actores no públicos son actores –y no secundarios– en todos los países estudiados. La experiencia ha demostrado que en el momento de producirse la emergencia se recurre a empresas públicas y privadas, organizaciones de pescadores, voluntarios, etc. Existe, por tanto, una incongruencia entre el diseño de las políticas públicas de lucha contra vertidos, la legislación y los planes correspondientes (donde en la mayoría de los casos no se contempla a los actores no públicos), y la realidad (donde existe una amplia relación entre los actores públicos y los no públicos).
También se ha puesto de manifiesto que la participación de los actores no públicos es importante en las labores de prevención y de evaluación de catástrofes, no solamente en la actuación tras la emergencia. En este sentido, se puede destacar el papel de las ONG nacionales e internacionales en las labores de educación y concienciación, y las labores de investigación tras las catástrofes llevadas a cabo por organismos de investigación públicos y privados.
Los problemas que plantea esta situación de no correspondencia entre el sistema regulado y el sistema real, son fundamentalmente de eficiencia a la hora de responder ante una situación concreta y de optimización de los recursos públicos y privados empleados en la política pública. De esta manera, encontramos casos en los que se encomiendan funciones a agentes que no tienen capacidad técnica u operativa para realizarlas, o funciones que pueden ser cubiertas por más de un actor, duplicándose los recursos necesarios.
El Prestige, el Erika y el Exxon Valdez, además de grandes catástrofes ambientales, han sido ejemplos que muestran la necesidad de crear una regulación de la política pública acorde con su mapa real, reconociendo competencias a los actores no públicos, e identificando y determinando funciones de las que puedan responsabilizarse. Todo ello bajo un marco de control y supervisión que debería ser público.
Como las situaciones y el contexto son cambiantes, parece necesario –al menos para los expertos entrevistados– que para la gestión de las políticas públicas de lucha contra vertidos se establezcan mecanismos de información, consulta y participación entre todos los actores y, fundamentalmente, con los actores no públicos.
ANEXO I. Personas entrevistadas en los diez países estudiados

Australia: Paul Nelson (Australian Maritime Safety Authority. Manager Environment Protection). Troy Byrnes (Maritime Safety Queensland. Senior Advisor, Pollution and Environmental Management). Mandy Dearden (WA Department of Planning and Infrastructure. Acting Coordinator Marine Environment Protection Unit).

Denmark: Wallach Torben (Ministry of Environment. Head of Section).

France: Michel Girin (Centre de Documentation de Recherche et d´experimentations sur les Pollutions Accidentelles des eaux - CEDRE. Directeur). Edouard Freund (Institut Français du Pétrole. Directeur Géneral Adjoint). Jean-Christophe Burvingt (Prefecture Maritime de Manche et Mer du Nord. Chef du Bureau Coordination et Relations Internationales).

Germany: Carlo Van Bernem (GKSS-Reasearch-Centre, Institute for Coastal Research. Scientist Project Manager). Wolf R. Dombrowsky (Disaster Research Center, Institute of Sociology Christian-Albrechts, University Kiel. Head of the Disaster Research Center). Hans Von Wecheln (Schutzgemeinschaft Deutsche Nordseeküste SDN. Speaker of Board). Niels-Peter Ruehl (Federal Maritime and Hydrographic Agency. Head of Department).

Norway: Johan Marius Ly (Norwegian Coastal Administration, Head of Section).

Portugal: João Sousa (Direcção-Geral da Autoridade Marítima, Direcção de Serviços de Combate à Poluição. Thecnical Adviser).

Rumania: Dumitru Dorogan (European Comission, DG Environment. Water & Marine Unit).

Spain: Pedro Siaba Piñeiro (Xunta de Galicia, Consellería de Pesca e Asuntos Marítimos. Subdirector Xeral de Gardacostas de Galicia). Juan Pérez Pazo (Consellería de Pesca, Dir. Xeral Recursos Mariños. Xefe de Servizo de Asesoría Técnica). Javier Martínez Aranzabal (Puertos del Estado. Jefe de área de Medioambiente).

United Kingdom: Toby Stone (Maritime and Coastguard Agency. Head of Counter Pollution and Response).

United States: Kurt Hansen (US Cost Guard R&D. Project Manager).
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� Las líneas fundamentales de este trabajo se utilizaron para el proyecto de investigación "Estudio de los Agentes no públicos y de la conectividad de los Modelos de Prevención, Gestión y Evaluación de Catástrofes Medioambientales", concedido por el Ministerio de Educación y Ciencia (VEM 2004-08624). 


� Tras muchas discusiones, cuando se propuso la investigación, se optó por dejar de lado los vertidos fluviales aunque éstos, finalmente, puedan desembocar en el mar. Para comprender la trascendencia de esta discusión baste recordar en el caso de España el vertido en abril de 1998 en el río Guadiamar producido por la rotura de la balsa minera Boliden Aprisa que derramó 6 millones de toneladas de lodos tóxicos y aguas ácidas (es decir 100 veces más que las 63.000 toneladas de fuel del Prestige) quedando contaminadas 4.634 Ha de superficie agrícola, 40 Km de cauce y produciéndose la muerte de 37,4 Tm de peces en el río y la marisma y durando más de 7 meses los trabajos de limpieza.


� El origen y evolución del concepto “red de políticas públicas” se describe, entre otros, en: Dowding 1995:136-158; Jordan 1990:319-338; y Marsh 1998:3-17.


� El papel de los actores no públicos en el control de las políticas públicas y la rendición de cuentas se estudia en profundidad en: Wences Simon 2010:67-88.


� El trabajo de campo y la encuesta se realizaron antes de la explosión y posterior hundimiento el 22 de abril de 2010 de la torre petrolífera Deepwater Horizon que perforaba el pozo Mississipi Canyon Block 252 en el Golfo de México. Aunque las cifras varían según las fuentes no resulta equivocado afirmar que se trata del segundo derrame más importante acaecido en el mundo tras los producidos por la Guerra del Golfo en 1991. La gestión de recogida de residuos correspondió a la compañía British Petroleum (BP).


� Nunca Mais (“Nunca Más”) se gestó el 21 de noviembre, dos días después del hundimiento del Prestige. Integró a más de 250 asociaciones y organizaciones sindicales, políticas, ecologistas, culturales, empresariales, profesionales y vecinales. En la gran mayoría de los casos, con sólo una característica común: tener su sede en Galicia. La plataforma fue la que aglutinó el descontento, la protesta y la reacción popular ante la catástrofe (Aguilar Fernández y Ballesteros Peña, 2004).


� La participación de ciudadanos voluntarios se reprodujo a menor escala en el caso del hundimiento a 43 m de profundidad del carguero Don Pedro al colisionar, saliendo del puerto de Ibiza, con el islote Dado Pequeño, en la madrugada del 11 de julio del 2007. A pesar de las medidas adoptadas especialmente por el remolcador de Salvamento Marítimo Clara Campoamor no se pudo evitar que se formara una mancha de combustible de 2,3 millas de largo y 0,5 de ancho y que parte del combustible derramado llegara al mismo puerto deportivo de Ibiza, donde algunos voluntarios trabajaron en su recogida.


� No obstante, en España tenemos casos prácticos que muestran otra actitud diferente por parte de las autoridades competentes. Sirva de ejemplo el vertido tóxico del buque frigorífico Sierra Nava encallado a finales de enero de 2007 en la Bahía de Algeciras. La Junta de Andalucía dispuso de algo más de 100 operarios para la limpieza del chapapote derramado en las playas negándose a admitir voluntarios porque no cabían más personas en la zona “rocosa y escarpada” y no existían las adecuadas condiciones de seguridad.


� Caso curioso lo constituye el varamiento del Napoli en enero de 2007 frente a las costas de Devon (declaradas Patrimonio de la Humanidad) sorprendido por el temporal Kyrill. En las maniobras de salvamento se decidió dirigirlo, una vez evacuados los 26 miembros de la tripulación, hacia la playa de Branscombe. Allí dejó escapar 200 Tm de combustible y perdió alguno de los 2.394 contenedores que constituían su carga, que fueron a parar a la costa atrayendo a cientos de saqueadores que se apropiaron de los objetos en ellos contenidos (entre los que se encontraban 50 motos BMW).
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